La responsabilidad patrimonial del Estado por infracción del Derecho comunitario después de la STJCE de 26 de enero de 2010 by Martínez Muñoz, Yolanda
 
 
 
 
  
  
 
 
  
  
 
 
  
 
 
  
                                                     
 
  
  
LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR
 
INFRACCIÓN DEL DERECHO COMUNITARIO DESPUES DE LA
 
STJCE DE 26 DE ENERO DE 20101
 
Yolanda Martínez Muñoz 
Universidad de Alicante 
1.Planteamiento 
La STJCE de 6 de octubre de 2005 declaró el incumplimiento del Reino de España de 
las obligaciones derivadas del Derecho comunitario, y en particular de las disposiciones
de la Sexta Directiva (actual, Directiva 2006/112/CE, del Consejo de 28 de noviembre
de 2006) referidas al derecho de deducción en el IVA, al establecer una prorrata de
deducción del Impuesto soportado por los sujetos que efectuaban exclusivamente 
operaciones gravadas, e introducir una norma que limitaba el derecho a la deducción del
Impuesto soportado en las adquisiciones de bienes y servicios financiados con
subvenciones2 . 
Como todos conocemos, a la declaración de incumplimiento del Tribunal comunitario 
sucedió la reforma del Impuesto por la Ley 3/2006, de 29 de marzo, para adecuar la
aplicación de la regla de prorrata a la Directiva europea. Dicha modificación excluye del
ámbito de aplicación de la prorrata establecido en el artículo 102 de la LIVA, a aquellos 
sujetos pasivos que perciben subvenciones para financiar sus actividades empresariales 
(“sujetos pasivos totales”), y supone la desaparición de las mismas del denominador de
la prorrata contemplado en el artículo 104 de la Ley.
La previsión de una modificación de la Ley del Impuesto como consecuencia de la 
decisión del Tribunal de Luxemburgo llevó a algunos contribuyentes a solicitar la 
rectificación de sus autoliquidaciones al amparo de la Ley General Tributaria, con la
finalidad de obtener la devolución del IVA ingresado a la Administración. Sin embargo, 
confiando en la legalidad de la norma española, muchos decidieron esperar el 
pronunciamiento del Tribunal para proceder a la recuperación de las cuotas del 
Impuesto abonadas en exceso. 
La Sentencia de 6 de octubre de 2005 declara de forma expresa la retroactividad de sus
efectos, indicado que no procede limitar su aplicación en el tiempo por razones de 
seguridad jurídica, puesto que “las autoridades estatales no fueron incitadas a adoptar 
una normativa o a observar una conducta contraria al Derecho comunitario en razón 
de una incertidumbre objetiva e importante en cuanto al alcance de las disposiciones 
comunitarias en cuestión”. En consecuencia, la sentencia indicada debe aplicarse con 
efectos ex tunc, lo que no obsta para la imposición de ciertos límites avalados por la
propia jurisprudencia comunitaria. 
Este trabajo se enmarca en el Proyecto de Investigación del Ministerio de Ciencia e Innovación titulado
“Derechos y garantías del contribuyente en situaciones de fiscalidad internacional y comunitaria” (DER
2008-03473). 
2 En el mismo sentido, la STJCE de 6 de octubre de 2005, Comisión contra República Francesa (Asunto
C-243/03). 
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En este sentido, la limitación viene de la mano de la Resolución 2/2005, de 14 de
noviembre, de la Dirección General de Tributos3, cuando establece que la sentencia
tiene un efecto retroactivo limitado a las situaciones jurídicas a las que sea aplicable y
respecto de las que no haya cosa juzgada, prescripción, caducidad o efectos similares,
respetando, por tanto, las situaciones jurídicas firmes. 
El respeto del carácter firme de los actos ha constituido un obstáculo para el
contribuyente cuyos ingresos han sido declarados indebidos por la STJCE, consagrando
una normativa tributaria que no se mostraba conforme con el Derecho comunitario, y
obligando al sujeto pasivo a acudir a la responsabilidad patrimonial del Estado como 
única vía de reparación de la infracción de un derecho que le corresponde4 . 
Sentada la anterior afirmación, el Tribunal Supremo ha empezado a abrir un camino en 
garantía de los contribuyentes aún en el caso de que el acto dictado en infracción del
Derecho comunitario haya devenido firme, permitiendo al contribuyente obtener el 
reembolso de las cantidades indebidamente ingresadas. Nos referimos a la Sentencia de 
11 de septiembre de 2009, en relación con el Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, que como afirma Martín Queralt5, “es 
el primer pronunciamiento en el que la firmeza no es obstáculo a la devolución de un 
tributo contrario al Derecho comunitario”, y en la que se insta a la Administración
tributaria a revisar de oficio la liquidación realizada y devolver la cantidad ingresada al
interesado, por cuanto “la primacía y el efecto directo de las disposiciones del Derecho
comunitario no eximen a los Estados miembros de la obligación de eliminar de sus
ordenamientos jurídicos internos las disposiciones incompatibles con el Derecho 
comunitario”. 
Esta idea se confirma por el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, cuya
Sentencia de 26 de enero de 2010 ha supuesto un paso decisivo en garantía de los 
contribuyentes, y puede iniciar un camino hacia la recuperación por los sujetos pasivos 
de este Impuesto del crédito debido por el Estado infractor, respetando con ello el
principio de neutralidad que inspira la normativa comunitaria sobre el IVA y que exige
la deducción inmediata de las cuotas del Impuesto soportado 6 . 
2. La responsabilidad patrimonial del Estado legislador en la reciente
interpretación del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
2.1. Hechos generadores de la Sentencia 
La sentencia objeto de análisis trae su causa de una petición del Tribunal Supremo 
acerca de la interpretación de los principios de efectividad y equivalencia en relación 
3 Esta Resolución fue criticada en su momento, entre otros, por Falcón y Tella, Ramón, “La STJCE 6
octubre 2005 sobre incidencia de las subvenciones en la prorrata y su interpretación por la Res. DGT
2/2005, de 14 de noviembre: el procedimiento para instar la devolución y los matices introducidos por la
Instrucción 10/2005”, Quincena Fiscal 1/2006. 
4 Recordemos, en este punto, la STEDH en el caso Dangeville contra Francia de 16 de julio de 2002
(Demanda núm. 36677/97), que declaró la existencia de una violación del derecho de propiedad recogido
en el artículo 1 del Protocolo n.º 1 al CEDH, y la necesidad de indemnizar a la compañía afectada por el
IVA indebidamente ingresado como consecuencia de la contradicción de la norma francesa sobre
exenciones con el Derecho comunitario. 
5 Martín Queralt, Juan, “Un paso firme del Tribunal Supremo: la devolución de tributos abonados con
base en una norma contraria al ordenamiento comunitario pese a la firmeza del acto de liquidación”,
Tribuna Fiscal, n.º 231, 2010, pág. 8. 
6 En este sentido, Puebla Agramunt, Nuria, “Responsabilidad patrimonial del Estado por infracción del
Derecho de la Unión Europea tras la sentencia del Tribunal de Justicia de 26 de enero de 2010”, Revista
Interactiva Actualidad, AEAF, n.º 8, 2010. 
 
 
 
   
 
 
   
 
  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  
   
 
  
  
   
 
 
con las reglas aplicables en el ordenamiento jurídico español a los recursos de 
responsabilidad patrimonial del Estado por infracción del Derecho comunitario. 
En este caso, “Transportes Urbanos” había presentado sus autoliquidaciones del IVA de
acuerdo con la Ley 37/1992, sin solicitar la rectificación de las mismas con carácter
previo a la STJCE de 6 de octubre de 2005, tras la cual su derecho a la rectificación 
había prescrito, adquiriendo dichas actuaciones tributarias el carácter de firmeza 
correspondiente a los actos no recurridos en plazo. 
Ante esta situación, la incapacidad de obtener la devolución a la que podría haber tenido 
derecho en los ejercicios a los que sus autoliquidaciones se refieren, induce al 
demandante a interponer una reclamación por responsabilidad patrimonial del Estado de
acuerdo con lo dispuesto en la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Sin embargo, el órgano 
competente para su resolución estima que la firmeza de las autoliquidaciones 
presentadas, que no han sido rectificadas en el plazo establecido legalmente, impiden
entender que el sujeto pasivo haya sufrido un daño como consecuencia del 
incumplimiento del Derecho comunitario por el Estado legislador, por cuanto se había
roto la relación de causalidad directa entre la infracción del Derecho de la Unión
reprochada al Estado español y el daño supuestamente sufrido por dicha sociedad. 
Corresponde al Tribunal Supremo conocer del recurso presentado por la parte 
demandante contra la resolución desestimatoria del Consejo de Ministros, considerando 
conveniente plantear una cuestión prejudicial al Tribunal de Luxemburgo acerca de la
interpretación de los trámites oportunos para acceder al recurso de responsabilidad
patrimonial del Estado. 
2.2. La procedencia del recurso de responsabilidad patrimonial del Estado sobre la base 
del principio de equivalencia
Como ya indicó Falcón y Tella7, “la existencia de un liquidación firme no constituye un
obstáculo insalvable para instar y obtener la devolución, pues el principio de
equivalencia… exige que la regulación nacional de la devolución de los ingresos
indebidos como consecuencia del incumplimiento de las Directivas no sea en ningún 
caso menos favorable que la referente a recursos semejantes de naturaleza interna”. Y la 
Sentencia del Tribunal comunitario que analizamos reitera el principio de equivalencia
para permitir que la entidad demandante vea indemnizado su derecho.
El artículo 221.3 de la LGT, sobre procedimiento para la devolución de ingresos
indebidos, establece que cuando el acto de aplicación de los tributos o de imposición de 
sanciones del que deriva el ingreso indebido haya adquirido firmeza, sólo podrá instarse 
su devolución acudiendo a los procedimientos de nulidad de pleno derecho, revocación, 
rectificación de errores materiales, o mediante el recurso extraordinario de revisión. Sin
embargo, el caso que nos ocupa se refiere a autoliquidaciones del IVA, que no 
constituyen actos administrativos a los efectos de obtener la devolución del ingreso 
indebido mediante alguno de los procedimientos especiales de revisión mencionados.
Referidas dichas autoliquidaciones al IVA el contribuyente puede, a los efectos de 
proceder a su rectificación, acudir a la posibilidad descrita en el artículo 114 de la Ley
del Impuesto sobre la modificación de las deducciones practicadas, o proceder a la
rectificación de estas declaraciones mediante el procedimiento establecido en los 
artículos 126 y siguientes del Reglamento General de Aplicación de los Tributos, dentro 
7 Falcón y Tella, Ramón, “La STJCE 6 de octubre 2005…”, ob. cit., pág. 5. 
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48 
del plazo de cuatro años desde su presentación. Transcurrido dicho plazo, la
autoliquidación presentada adquiere firmeza sin posibilidad de modificación por parte 
del interesado. 
Así pues, siendo firmes las autoliquidaciones presentadas, la devolución de los ingresos
que han resultado indebidos como consecuencia del pronunciamiento del Tribunal se 
muestra inviable si tenemos en cuenta que los recursos referidos en el artículo 221.3 de
la LGT exigirían la existencia de un acto administrativo que confirmara las 
autoliquidaciones tributarias presentadas como objeto del recurso en cuestión, poniendo 
de manifiesto la debilidad de la figura de la autoliquidación en este punto.
Ahora bien, si afirmamos que el carácter indebido del ingreso derivado de las
autoliquidaciones del IVA presentadas resulta de una resolución judicial, como lo es la
STJCE de 6 de octubre de 2005, creemos que el contribuyente podría haber ejercido su 
derecho a la devolución, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 221.2 de la LGT,
durante el plazo de cuatro años contados desde la fecha de la sentencia que declara la
contradicción de la Ley del Impuesto con el Derecho comunitario, y ello a pesar de no 
haber rectificado en plazo unas autoliquidaciones que hasta ese momento se mostraban
conformes a Derecho8 . 
No obstante, el principio de neutralidad que domina el régimen de deducciones en el
IVA, exige que el contribuyente pueda deducir de forma inmediata el IVA soportado en 
sus adquisiciones de bienes y servicios y que las limitaciones a tal derecho sean 
interpretadas de una forma restrictiva, de manera que el contribuyente no puede ver 
limitado su derecho como consecuencia de la firmeza de unas autoliquidaciones
formuladas de acuerdo con una normativa contraria al Derecho comunitario. El cauce
procesal efectivo en nuestro Derecho para recuperar el IVA abonado en exceso por la
vía de la reparación del daño causado, es acudir a la exigencia de responsabilidad
patrimonial del Estado de acuerdo con el procedimiento previsto en los artículos 139 y
siguientes de la LRJAP-PAC, dentro del plazo de un año desde la fecha de la sentencia
que declara el incumplimiento de Estado.
Y es en este extremo donde la STJCE de 26 de enero de 2010 da un giro importante en 
relación con nuestra jurisprudencia interna, que venía exigiendo el agotamiento de las 
vías de recurso administrativas y judiciales internas contra el acto lesivo como requisito
para poder acceder a una reclamación de responsabilidad patrimonial basada en la 
infracción del Derecho comunitario, y de acuerdo con la cual, tratándose en este caso de
unas autoliquidaciones del IVA que han adquirido firmeza al no haber sido rectificadas
en el plazo correspondiente, no sería posible exigir responsabilidad patrimonial al 
Estado legislador por infracción del Derecho Comunitario9 . 
Afortunadamente el Tribunal europeo se aparta de la doctrina sostenida por nuestro 
Tribunal Supremo, indicando que la primacía del Derecho Comunitario y su aplicación 
directa por las autoridades competentes no es suficiente para negar la procedencia de
una reparación por los daños causados por el Estado que ha incumplido las obligaciones 
derivadas de la Directiva del IVA. Es por ello que, sobre la base del principio de 
equivalencia, que exige que el conjunto de normas aplicables a los recursos se aplique 
indistintamente a aquéllos basados en la violación del Derecho de la Unión y a los 
fundamentados en la infracción del Derecho interno, declara que El Derecho de la
8 Moreno Fernández, Ignacio, La responsabilidad patrimonial del Estado legislador en materia tributaria
y vías para reclamarla, Ed. Aranzadi, Navarra, 2009, págs. 41 y 42.
 
9 En este sentido, SSTS de 29 de enero de 2004 y de 24 de mayo de 2005. Asimismo, la STSJ de las Islas 
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Unión se opone a la aplicación de una regla de un Estado miembro en virtud de la cual 
una reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado basada en una infracción
de dicho Derecho por una ley nacional declarada mediante sentencia del Tribunal de
Justicia de las Comunidades Europeas… solo puede estimarse si el demandante ha
agotado previamente todas las vías de recurso internas dirigidas a impugnar la validez 
del acto administrativo lesivo dictado sobre la base de dicha ley, mientras que tal regla 
no es de aplicación a una reclamación de responsabilidad patrimonial del Estado 
fundamentada en la infracción de la Constitución por la misma ley declarada por el
órgano jurisdiccional competente10 . 
Desde el punto de vista del principio de efectividad, la solución no puede ser otra,
puesto que haría excesivamente difícil o prácticamente imposible obtener la 
correspondiente reparación. 
De acuerdo con la nueva interpretación del Tribunal de Justicia de las Comunidades 
Europeas, el Tribunal Supremo debería pronunciarse acerca de la responsabilidad
patrimonial del Estado como consecuencia del incumplimiento del Derecho 
Comunitario, sin necesidad de que el contribuyente haya agotado la vía interna para 
acudir al mencionado recurso. 
3. Consideraciones finales 
La STJCE de 26 de enero de 2010 supone un punto de inflexión en la jurisprudencia de
nuestros tribunales, al permitir el acceso al recurso de responsabilidad patrimonial del 
Estado en los supuestos de aplicación de una prorrata de deducción del IVA que
infringe las disposiciones de la Directiva de régimen común de este Impuesto. De esta 
forma, los sujetos tienen derecho a la indemnización correspondiente, valorada en la 
cantidad del Impuesto ingresado indebidamente más los intereses de demora, cuando se 
cumplen los tres requisitos que establece la jurisprudencia comunitaria: esto es, que la
norma comunitaria violada tenga por objeto conferirles derechos, que la violación de 
esta norma esté suficientemente caracterizada, y que exista una relación de causalidad 
entre tal violación y el perjuicio sufrido por el particular. Ello es sí como consecuencia 
del principio de equivalencia según el cual en las reclamaciones basadas en el Derecho 
comunitario no pueden existir limitaciones que no se aplican en las reclamaciones 
basadas en el Derecho interno. 
Ahora bien, si este pronunciamiento supone un avance en la protección de los derechos 
de los contribuyentes, al consentir su acceso a una indemnización por el daño causado
por el Estado legislador, proponemos una reflexión final sobre la base de otro principio 
fundamental de este Impuesto, como es el principio de neutralidad.
Todos conocemos los problemas que ha suscitado la fijación de un plazo de cuatro años
para el ejercicio del derecho de deducción que, de acuerdo con el artículo 100 de la
LIVA, es un plazo de caducidad. En nuestra opinión, tal calificación no se muestra 
conforme con el principio de neutralidad fiscal que inspira el sistema común del IVA,
como tampoco el hecho de que transcurrido este período el contribuyente no tenga
derecho a obtener la devolución del exceso de IVA soportado.
10 Con anterioridad, la STJCE de 12 de febrero de 2008 se había separado de la jurisprudencia del Tribunal
Supremo citada anteriormente, estableciendo, por un lado, la eficacia retroactiva de las sentencias que
resuelven una cuestión prejudicial, y por otro, que la revisión de actos firmes a la luz de una sentencia 
prejudicial posterior, no puede condicionarse al hecho de que el particular haya solicitado el planteamiento de
cuestión prejudicial o haya invocado el incumplimiento del ordenamiento comunitario. (Véase, Falcón y 
Tella, Ramón, “La sentencia Kempter, de 12 de febrero 2008, y sus consecuencias en materia de revisión de
actos firmes y de responsabilidad patrimonial del Estado”, Quincena Fiscal, n.º 15-16, 2008, pág. 12). 
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En relación con este tema constituye un hito fundamental la Sentencia del Tribunal
Supremo de 4 de julio de 2007, que consideró que era necesario que el sujeto pasivo se
viera liberado de la carga fiscal derivada de la imposibilidad de deducir la totalidad de
las cuotas de IVA soportado a las que tenía derecho por haber transcurrido el plazo
indicado para ello. Así pues, el objetivo de neutralidad exige arbitrar un mecanismo 
para permitir la recuperación del IVA soportado, que podría incluso haber llevado a la 
Administración a devolver de oficio la cantidad adeudada con el fin de evitar un 
enriquecimiento injusto por su parte.
Tratándose en el caso que analizamos de una aplicación indebida del régimen de
deducciones como consecuencia de la infracción por parte del Estado español de las
exigencias derivadas del Derecho comunitario, consideramos oportuno aplicar la teoría
del enriquecimiento injusto de la Administración para justificar que, prescrito el derecho
del contribuyente a rectificar las autoliquidaciones presentadas, debería ser la
Administración tributaria la encargada de modificarlas en el sentido indicado por la
Sentencia del TJCE de 6 de octubre de 2005, con el objetivo de proceder a la
devolución de las cuotas de IVA soportado no deducidas por el contribuyente en su 
confianza hacia una normativa tributaria que resulta contraria al Derecho de la Unión, 
evitando de este modo la necesidad del administrado de acudir al recurso de
responsabilidad patrimonial. 
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